PORTE ILEGAL DE ARMAS
RADICACIÓN: 660016000035 2013 05764 01
PROCESADO: ARGEMIRO DAVID BALLESTEROS.
CONFIRMA
S.N°43

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

	Fecha y hora de lectura: 
	Octubre 2 de 2018 2:11 p.m.

	Imputado: 
	Argemiro David Ballesteros 

	Cédula de ciudadanía:
	1.112.618.924 de La Unión (V.) 

	Delito:
	Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, partes, accesorios o municiones

	Bien jurídico tutelado:
	La Seguridad Pública

	Procedencia:
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito con función de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el fallo condenatorio de marzo 10 de 2016. CONFIRMA


TEMAS:
PORTE DE ARMAS / VALORACIÓN PROBATORIA PARA DETERMINAR LA EXISTENCIA DEL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD DEL PROCESADO.
Solicita –el recurrente– se revoque la sentencia condenatoria adoptada por la jueza de primer nivel, y en consecuencia se dicte una de carácter absolutorio, con fundamento en lo siguiente:

Desconoció la a quo el principio constitucional del debido proceso, en virtud a que el artículo 381 C.P.P. ordena que para condenar se debe llegar al conocimiento más allá de toda duda acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado. Respecto al primer requisito no existe ninguna duda, toda vez que la Fiscalía logró acreditarlo en la audiencia de juicio e incluso con el informe de balística –el cual fue estipulado- que señala que el arma incautada es apta para producir disparos. Sin embargo, en cuanto al segundo presupuesto la funcionaria dio pleno valor probatorio a los testimonios de los agentes de Policía, patrulleros MERCADO BAZA y ANDERSON VÁSQUEZ VELÁSQUEZ, cuando contrario a lo manifestado por ellos, los testigos de la defensa expusieron una situación totalmente diferente, pero creíble.

Para la Colegiatura, en contraposición a lo considerado por el letrado impugnante y en consonancia con lo concluido por la jueza de primer nivel, la valoración de los medios de conocimiento fue apropiada y conforme a las reglas de la sana crítica. Es así por cuanto de los elementos de persuasión puede establecerse de manera contundente tanto la materialidad de la conducta como la responsabilidad del aquí judicializado, y por tanto la decisión de condena se encuentra ajustada a derecho.
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                                                                                                    RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL
Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, primero (01) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 0885
  SEGUNDA INSTANCIA

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En diciembre 08 de 2013 aproximadamente a las 19:05 horas, en la calle 72 con carrera 24 del parque Guadalupe Zapata vía pública de esta ciudad, fue capturado ARGEMIRO DAVID BALLESTEROS quien tenía en su poder un arma de fuego de fabricación artesanal –posteriormente se determinó que era un arma tipo pistola apta para realizar disparos-.
1.2.- A consecuencia de lo anterior y a instancia de la Fiscalía, se llevaron a cabo las audiencias preliminares (diciembre 9 de 2013) ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de esta ciudad, por medio de las cuales: (i) se legalizó la aprehensión; (ii) se le imputó autoría en el punible de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones consagrado en el artículo 365 inciso segundo del C.P., en la modalidad de “portar”, cargo que el indiciado NO ACEPTÓ; y (iii) se ordenó la libertad inmediata debido a que se retiró la solicitud de medida de aseguramiento.

1.3.- El ente fiscal presentó escrito de acusación (marzo 07 de 2014), cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, autoridad que llevó a cabo las audiencias de formulación de acusación (agosto 06 de 2014), preparatoria (diciembre 07 de 2015), juicio oral (marzo 02 y marzo 04 de 2016), y finalizado el mismo se anunció un sentido de fallo de carácter condenatorio del que se dio lectura (marzo 10 de 2016) con el siguiente resultado: (i) se declaró penalmente responsable al imputado en congruencia con los cargos formulados; (ii) se le impuso sanción privativa de la libertad de 108 meses de prisión, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso; y (iii) se le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por el no cumplimiento de los presupuestos legales para ello.

Para llegar a la anterior determinación, la a quo dio plena credibilidad a las declaraciones que rindieron los gendarmes acerca de la forma en que realizaron el procedimiento de requisa y posterior captura del señor ARGEMIRO BALLESTEROS, y aunque no desestimó los dichos de los testigos de la defensa -cuando señalaron que el acusado se desplazaba en un taxi-, si advirtió que estos no observaron cómo se llevó a cabo la aprehensión, es decir, el momento preciso en que se encontró el arma de fuego en poder del acusado. 
1.4.- La defensa se mostró inconforme con esa decisión y la impugnó, y procedió a sustentar el recurso en forma escrita dentro del término legal; por tanto, la actuación fue enviada a esta Colegiatura para definir la alzada.

2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Solicita se revoque la sentencia condenatoria adoptada por la jueza de primer nivel, y en consecuencia se dicte una de carácter absolutorio, con fundamento en lo siguiente:

Desconoció la a quo el principio constitucional del debido proceso, en virtud a que el artículo 381 C.P.P. ordena que para condenar se debe llegar al conocimiento más allá de toda duda acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado. Respecto al primer requisito no existe ninguna duda, toda vez que la Fiscalía logró acreditarlo en la audiencia de juicio e incluso con el informe de balística –el cual fue estipulado- que señala que el arma incautada es apta para producir disparos. Sin embargo, en cuanto al segundo presupuesto la funcionaria dio pleno valor probatorio a los testimonios de los agentes de Policía, patrulleros MERCADO BAZA y ANDERSON VÁSQUEZ VELÁSQUEZ, cuando contrario a lo manifestado por ellos, los testigos de la defensa expusieron una situación totalmente diferente, pero creíble.
Los gendarmes en su narrativa señalaron que en diciembre 08 de 2013 cuando se encontraban realizando labores de registro y verificación de datos a personas en vía pública del parque Guadalupe Zapata del barrio Cuba de esta capital, le solicitaron al procesado una requisa –quien accedió voluntariamente- y le hallaron en su poder un arma de fuego hechiza. Los dos testigos de la Fiscalía coincidieron que la persona que fue capturada se desplazaba a pie por el sector.

Por su parte, los testigos de la defensa NELSON ANTONIO OROZCO VARGAS, CLAUDIA PATRICIA MARULANDA, JULIETA CASTRO DÍAZ y su prohijado, concuerdan en declarar que en diciembre 08 de 2013 desde las 3:00 p.m. se citaron en el bar denominado PARCHE PÓKER, con el fin de departir, pero a las 7:00 p.m. el señor ARGEMIRO salió del bar con destino a su casa y a pocos pasos del lugar abordó un vehículo taxi. Los testigos señalaron que nunca perdieron de vista al señor BALLESTEROS y que el taxi tomó rumbo hacia la residencia de aquél. Incluso el testigo NELSON ANTONIO OROZCO VARGAS observó cuando el taxi giró en una esquina y que en el sector no había agentes del orden.

Los testigos manifestaron que el señor ARGEMIRO no tenía en el cuerpo algún objeto adherido. La señora JULIETA CASTRO ante las preguntas que le fueron realizadas en el juicio contestó que había bailado con el señor BALLESTEROS y no le sintió en su cuerpo ningún objeto extraño.
El procesado narró en el juicio y en las audiencias preliminares que los uniformados lo abordaron cuando se desplazaba en un taxi y la requisa la realizaron frente al establecimiento de comercio denominado el “Bodegón”, pero el arma de fuego la encontraron en el vehículo y no en su poder.
La juzgadora de instancia en su análisis probatorio creyó en lo narrado por los testigos de la defensa cuando relataron que ARGEMIRO abordó un taxi, pero concluyó que el acusado se pudo haber bajado del mismo y continuar su marcha caminando, instante en el cual es requerido por los gendarmes para una requisa, conjeturas que a la falladora no le está permitido realizar.

Concluye su intervención afirmando que los jueces deben decidir sobre bases probatorias sólidas. 
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Al Tribunal le corresponde establecer el grado de acierto que contiene el fallo opugnado, a efectos de determinar si la decisión condenatoria adoptada en contra del aquí implicado está acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y al proferimiento de una sentencia absolutoria, tal como lo solicita la defensa.

3.3.- Solución a la controversia

No observa la Colegiatura existencia de vicios sustanciales que afecten garantías fundamentales de las partes e intervinientes, puesto que el trámite de todas las etapas procesales se surtió con acatamiento del debido proceso, y los medios de conocimiento fueron incorporados en debida forma, en consonancia con los principios que rigen el sistema penal acusatorio, por lo que se pasará a realizar el análisis correspondiente del fallo proferido por la primera instancia, en los términos anunciados.

De acuerdo con los argumentos expuestos en el recurso por el profesional que representa los intereses del señor BALLESTEROS, en su criterio en el presente asunto existe duda sobre la forma en la que acaecieron los hechos que dieron origen a esta actuación, toda vez que las declaraciones de los uniformados que participaron en el operativo señalan que en el procedimiento de captura no hubo vehículo involucrado,  por tanto, incurren en notorias contradicciones con los testigos de la defensa que afirman que el procesado momentos previos a la aprehensión abordó un taxi, razón por la cual censura la apreciación probatoria realizada, y sostiene que la misma no fue acertada.

Para la Colegiatura, en contraposición a lo considerado por el letrado impugnante y en consonancia con lo concluido por la jueza de primer nivel, la valoración de los medios de conocimiento fue apropiada y conforme a las reglas de la sana crítica. Es así por cuanto de los elementos de persuasión puede establecerse de manera contundente tanto la materialidad de la conducta como la responsabilidad del aquí judicializado, y por tanto la decisión de condena se encuentra ajustada a derecho.
Al analizar las declaraciones de JAIME DAVID MERCADO BAZA y ANDERSON VÁSQUEZ VELÁSQUEZ, uniformados que participaron en el procedimiento de captura de ARGEMIRO BALLESTEROS, se advierte con claridad meridiana que sus versiones son contestes, espontáneas y coherentes con la forma en la que se desarrollaron esos acontecimientos, en virtud de lo cual ameritan plena credibilidad, dada su contundencia y claridad.

El patrullero JAIME DAVID MERCADO BAZA fue claro en afirmar que en diciembre 08 de 2013 en horas de la noche -en compañía del uniformado ANDERSON VÁSQUEZ VELÁSQUEZ- se encontraba realizando labores de registro y verificación de datos en el sector del parque Guadalupe Zapata del barrio Cuba, y le solicitó la requisa a un ciudadano que se identificó como ARGEMIRO DAVID BALLESTEROS quien se desplazaba a pie y solo. 
El agente de la Policía al momento de la requisa al hoy judicializado, a la cual accedió de manera voluntaria, palpó un elemento que portaba en la pretina de su pantalón parte delantera, y al verificar que se trataba de un arma de fuego procedió a su incautación, y a la consiguiente captura del referido.
Por su parte, el patrullero ANDERSON VÁSQUEZ VELÁSQUEZ ratifica lo dicho por su compañero, y si bien no fue él quien realizó el registro, si observó cómo se desarrolló el procedimiento.

El citado artefacto fue sometido a un experticio de balística en el que se concluyó que es una pistola calibre 38 special, de fabricación artesanal, apta para producir disparos, con un cartucho del mismo calibre en buen estado de conversación y apto para ser percutido.

De igual forma, se corroboró no solo con la manifestación del mismo acusado en el momento de su aprehensión, sino también mediante oficio signado por el Jefe de Sección de Asuntos Nacionales del Departamento de Control y Comercio de Armas Municiones y Explosivos, que BALLESTEROS no aparece registrado como poseedor legal de armas de fuego.  
La defensa reconoce que los agentes del orden efectivamente realizaron el procedimiento de captura, y aunque intenta desvirtuar la forma en que sucedieron los hechos con los testimonios de NELSON ANTONIO OROZCO VARGAS, CLAUDIA PATRICIA MARULANDA, JULIETA CASTRO DÍAZ y de su prohijado, en criterio del Tribunal, y tal como lo determinó la funcionaria de conocimiento, las declaraciones de aquellos aunque pueden ser veraces cuando afirman que el acusado abordó un taxi, los uniformados si fueron claros en señalar que al momento de la requisa el señor BALLESTEROS se desplazaba a pie. 
En el juicio oral el patrullero MERCADO BAZA fue enfático en sostener que no hubo un vehículo involucrado en el procedimiento de captura, y ante la pregunta del defensor en el contrainterrogatorio: “¿usted hizo también algún registro a un vehículo?” el agente de policía le contestó: “No señor”; y ante el insistente interrogatorio por parte del abogado, el uniformado mantuvo su respuesta que NO. En igual sentido contestó el patrullero VÁSQUEZ VELÁSQUEZ.
Ahora, si el señor defensor pretendía desvirtuar que el procedimiento de captura realizado por los agentes del orden se llevó a cabo en circunstancias diferentes, es decir, en un vehículo taxi y no cuando el procesado se desplazaba caminando, era el contrainterrogatorio el momento apropiado y oportuno para ello; sin embargo, no formuló preguntas que advirtieran que los hechos tal como fueron narrados por los patrulleros eran falsos. 
Ante el reparo de la defensa que la falladora presumió lo que pudo haber ocurrido cuando el acusado se desplazaba en el taxi, esa interpretación judicial por parte alguna altera lo que pudo haber ocurrido en el instante de la requisa y posterior captura, toda vez que lo narrado por los testigos de la defensa corresponde a lo que ellos percibieron momentos previos a la captura, y no con ocasión al procedimiento que realizaron los agentes captores.
Si bien el procesado –después de renunciar al derecho de guardar silencio- señaló que cuando los uniformados le solicitaron una requisa él se movilizaba en un taxi y el arma de fuego no la encontraron en su poder sino en la parte delantera de dicho vehículo, debió indicar esta situación en las respectivas actas de derechos del capturado y buen trato, pues de haber sido así, los hechos que fueron narrados por los uniformados perderían fuerza de convicción. Incluso desde las actuaciones anteriores pudo advertir los hechos a los cuales hace referencia, empero, guardó silencio. Y aunque el señor defensor señala que en las audiencias preliminares se manifestó cómo ocurrieron esas circunstancias, dicha situación no fue así, como quiera que revisados los audios de las audiencias celebradas ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de esta ciudad no se hizo ninguna revelación en tal sentido.
En el interrogatorio cruzado de testigo los uniformados contestaron sin vacilación alguna y fueron enfáticos en señalar que la requisa se llevó a cabo cuando el aquí involucrado se desplazaba caminando, por tanto, no se vislumbra prejuicio o interés por parte de los agentes de querer narrar hechos distintos a lo ocurrido en esa fecha, y como los testigos de la Fiscalía declararon sobre aspectos que directa y personalmente percibieron, fue acertada la apreciación que hizo la funcionaria al tratarse de testimonios verosímiles.      

En ese orden de ideas, tal como se indicó en precedencia, la determinación opugnada no merece reproche alguno y se procederá a su confirmación.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de apelación. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse habrá de hacerse dentro del término de ley.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

Página 1 de 7

